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6.

Recomendaciones
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SOBRE LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN

DE LA VERDAD

• Se exige al Estado el cumplimiento de las recomendaciones planteadas en el Informe Final

por la Comisión de la Verdad y Reconciliación.

• Demandamos el fortalecimiento de la Comisión Multisectorial de Alto Nivel de Segui-

miento a las Recomendaciones de la CVR, a fin de que se constituya en un efectivo organis-

mo para la implementación de dichas recomendaciones.

• Demandamos la puesta en marcha de una política nacional de reparaciones, a través de la

creación de un Registro Nacional de Víctimas y de la asignación en el presupuesto nacional

de los fondos necesarios para reparaciones individuales y colectivas, lo que requiere de un

indicador de gasto.

• Demandamos la elaboración y ejecución del Plan Nacional de Investigación Antropológico

Forense.

• Exigimos que se implementen las reformas planteadas en el ámbito de la educación.

• Que se implementen las reformas planteadas en el ámbito de las Fuerzas Armadas y la Policía

Nacional, adecuándolas a un funcionamiento acorde con un sistema democrático y con el

respeto a los derechos humanos.

SOBRE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS:

Uso excesivo de la fuerza

• Exigimos a las autoridades gubernamentales y policiales adopten políticas y procedimientos

destinados a prevenir y erradicar el uso excesivo de la fuerza en el control de manifestacio-

nes públicas, que han ocasionado muertes y lesiones graves a la integridad personal, espe-

cialmente se debe incidir en la formación del personal policial en el uso proporcional de la

fuerza.

• De igual forma exigimos se realicen investigaciones judiciales para determinar la responsa-

bilidad penal, política y administrativa por los hechos mencionados para la reparación inte-

gral a las víctimas por parte del Estado.

Tortura

• Demandamos la adopción de medidas conducentes a la erradicación de las prácticas de tor-

tura, tratos crueles, inhumanos y degradantes cometidos por efectivos policiales, militares,

agentes penitenciarios y miembros del serenazgo municipal.

• Instamos que se implementen y fortalezcan las acciones de capacitación a los efectivos poli-

ciales, militares, agentes penitenciarios y miembros del serenazgo municipal en materia de

derechos humanos, principalmente en lo referente al respeto del derecho a la integridad

personal y la prohibición de la tortura.

••••••
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• Demandamos al Ministerio Público y al Poder Judicial que se realicen las investigaciones y

procesos pendientes, y se impongan sanciones a los responsables de estas violaciones, dispo-

niendo la reparación integral a las víctimas.

• Demandamos la reforma del tipo penal de tortura, adecuándolo a la Convención Interameri-

cana para Prevenir y Sancionar la Tortura, que no exige para su configuración que los dolores

y sufrimientos sean graves.

Situación carcelaria

• Demandamos al Estado se implemente el Plan Nacional de Tratamiento Penitenciario a fin

de mejorar las condiciones de vida de los internos de acuerdo a los compromisos fijados en

diferentes instrumentos suscritos por nuestro país.

• Exigimos el cierre definitivo del penal de Challapalca, por su inaccesibilidad y por que no

cumple con las condiciones adecuadas para el respeto a la vida y la salud de las personas

recluidas, ni del personal encargado del mismo.

Presos inocentes

• Exigimos que el Estado retome la atención de las peticiones de indulto y derecho de gracia

planteadas por los inocentes que aun quedan en las prisiones.

Homonimia y requisitorias

• Demandamos la difusión y cumplimiento de la Ley de Homonimia - Ley N° 27411 y su

reglamento, así como del Decreto Supremo N° 008-2004-IN que faculta a la policía a no

inscribir las órdenes de captura que no cumplan con los requisitos exigidos por ley.

• Demandamos que se realicen las acciones para que se continúe la depuración de las órdenes

de captura y se amplíe a otros delitos.

• Exigimos que las autoridades judiciales emitan las órdenes de detención con los requisitos

establecidos en la Ley de Homonimia.

• Demandamos la implementación del Registro Nacional de Requisitorias.

Lucha contra la impunidad

• Exigimos que se agilicen las investigaciones, el procesamiento y la sanción a los responsables

de los casos de violación de derechos humanos y corrupción.

• Exigimos a las instancias estatales una estrategia articulada para lograr la extradición del ex

presidente Alberto Fujimori, que permita su juzgamiento y sanción en el país, en los casos de

violaciones de derechos humanos y corrupción en los que se encuentra implicado.
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‘Sistema de administración de justicia

• Demandamos al Estado la implementación de las propuestas de reforma planteadas por la

Comisión Especial para la Reforma de la Administración de Justicia - CERIAJUS y el Acuer-

do Nacional por la Justicia, estableciendo mecanismos para la participación de la sociedad

civil.

Subsistema de derechos humanos

• Exigimos el fortalecimiento del subsistema especializado para la investigación, juzgamiento

y sanción de delitos en contra de los derechos humanos, concretamente en la capacitación de

jueces y fiscales, sobre el conocimiento y aplicación del derecho internacional de los dere-

chos humanos y del derecho internacional humanitario.

• Exigimos la adopción de medidas de protección de magistrados, fiscales, testigos, víctimas y

defensores de derechos humanos.

• Demandamos se proporcionen los recursos necesarios para que se eleve el número de juzga-

dos y fiscalías competentes en los casos de violaciones a los derechos humanos en todo el

país, a fin de satisfacer la demanda de administración de justicia.

Subsistema de justicia antiterrorista

• Exhortamos se adecue el conjunto de la legislación antiterrorista y las normas concordantes

con ésta, a la normativa contenida en los instrumentos, recomendaciones, informes y resolu-

ciones emitidas en el marco de los sistemas de protección universal y regional de los dere-

chos humanos de los que el Perú es estado parte.

• Instamos al Estado a continuar las acciones necesarias para enfrentar los remanentes del

terrorismo, observando el debido respeto a los derechos humanos y el derecho internacional

humanitario.

Reforma en la legislación penal sobre Derechos Humanos y Derecho Internacional
Humanitario

• Exigimos al Estado la adecuación de la legislación penal al Estatuto de la Corte Penal Inter-

nacional y a los Instrumentos Internacionales sobre Derechos Humanos y Derecho Interna-

cional Humanitario ratificados por el Estado Peruano, especialmente la tipificación de los

crímenes de guerra, de la ejecución extrajudicial, de la detención arbitraria y la modificación

del delito de desaparición forzada eliminando la expresión «debidamente comprobada».

Obligaciones ante el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos

• Exigimos al Estado el cumplimiento de todas las recomendaciones y resoluciones emitidas

por el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos.
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• Exigimos asimismo, que se culmine por otorgar las reparaciones en beneficio de los familia-

res de las víctimas en los casos de desapariciones forzadas y ejecuciones extrajudiciales,

objeto del acuerdo entre la Comisión Interamericana y el Estado peruano.

Consejo Nacional de la Magistratura

• Demandamos se modifique el sistema de selección y proceso de nombramiento y ratifica-

ción de magistrados garantizando la selección de los mejores, sujetándose a las garantías del

debido proceso legal, y que se remedien las violaciones que se hubieren producido por

infracción de estas garantías.

• Exhortamos a revisar los mecanismos de control sobre las importantes funciones desempe-

ñadas por el Consejo Nacional de la Magistratura y los mecanismos de participación de la

sociedad civil.

Defensoría del Pueblo

• Exigimos al Poder Legislativo nombre de inmediato un Defensor del Pueblo.

Discriminación

• Exhortamos al Poder Legislativo para que establezca las necesarias modificaciones a la

tipificación del delito de discriminación contemplado en el Código Penal, incluyendo las

causales de edad, discapacidad y orientación sexual, así como estableciendo penas efectivas

para los casos mas graves.

• Exigimos a los diferentes sectores de la administración pública, especialmente al Ministerio

de Educación, la Policía Nacional y el Poder Judicial, implementar políticas efectivas para

erradicar las practicas discriminatorias.

• Instamos a los medios de comunicación a evitar la utilización de  estereotipos negativos

hacia los sectores discriminados (mujeres, indígenas, homosexuales, etc).

Mujer

• Exigimos que el Estado tome medidas efectivas y disuasivas para erradicar la violencia física,

psicológica, el acoso sexual y otras formas de violencia contra la mujer, en aplicación de las

normas supranacionales de los derechos humanos.

• Demandamos al Estado emprender campañas educativas para erradicar los estereotipos que

reducen a la mujer a la condición de objeto sexual, así como a una situación subordinada en

el ámbito social.

• Instamos asimismo, a las empresas y medios de comunicación a sumarse a estos objetivos.

• Demandamos la investigación de la violación de los derechos humanos de las mujeres en el

contexto de la violencia política, particularmente los casos de violencia sexual.
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Sobre la reforma constitucional

• Exigimos se reestablezca el rango constitucional de los tratados de derechos humanos de los

cuales el Perú es parte.

• Exigimos al Poder Legislativo abstenerse de introducir reformas constitucionales que sean

regresivas en materia de derechos humanos.

• Reiteramos nuestra exigencia de insertar en el texto constitucional la prohibición de la pena

de muerte.

• Demandamos la necesaria e impostergable reforma de la Constitución, en orden a poner de

relieve la condición de los derechos económicos, sociales y culturales como verdaderos

derechos fundamentales, asegurando para éstos la misma consideración, importancia y con-

diciones de justiciabilidad atribuida a los derechos civiles y políticos.

Sobre Plan Nacional de Derechos Humanos

• Demandamos se adopten las medidas necesarias para culminar con la elaboración y aproba-

ción del Plan Nacional de Derechos Humanos, con la activa participación de todos los

sectores, que permita contar con un instrumento para la generación de políticas públicas del

Estado en materia de derechos humanos.

Sobre derechos económicos, sociales y culturales

• Demandamos superar el actual estancamiento en materia de avances en la lucha contra la

pobreza que originan el incumplimiento de las obligaciones del Estado peruano en materia

de derechos humanos económicos, sociales y culturales (DESC).

• Instamos a que el impulso de políticas públicas para el aliento de la inversión y el buen

desempeño de las variables macroeconómicas, no se lleven a cabo con menoscabo de la

mejora de los indicadores sociales. Al mismo tiempo exigimos que los éxitos obtenidos en

este campo se traduzcan en la mejora de los niveles de bienestar de la población y ciudadanía.

Sobre los pueblos indígenas

• Exigimos promover y garantizar el ejercicio de una ciudadanía plena y diferenciada en los

procesos de participación ciudadana, y la urgente generación de políticas para los pueblos

indígenas.

• Demandamos garantizar el derecho de los pueblos indígenas sobre su territorio, lo que

supone reconocer la relación de estos pueblos con éste, como base fundamental de su exis-

tencia como individuos y pueblos.

• Reiteramos el cumplimiento de su derecho a la consulta previa, libre e informada cada vez

que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarlos directamen-

te, tal y como se establece en el Convenio 169 de la OIT.
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Trabajo, seguridad social y responsabilidad social de las empresas

• Exigimos que el Estado peruano tenga un rol más activo en la protección de los derechos de

los trabajadores, productores y consumidores, en particular enfrentando las prácticas de

precarización en el empleo, la ausencia de beneficios sociales, la desprotección de los con-

sumidores, y la garantía de la propiedad y medios de subsistencia de los productores.

• Demandamos que se garantice el respeto a los derechos en materia de pensiones y que el

monto de las mismas sean suficientes para asegurar la conservación y mejora de la calidad de

vida de los jubilados y sus familiares.

• Exigimos al Estado peruano promueva la armonización de las prácticas empresariales a

estándares de responsabilidad social empresarial, acordes con el marco internacional de

protección y promoción de los derechos humanos, a efectos de evitar y, si es posible, revertir

los conflictos generados por los impactos socio-ambientales de diversos sectores producti-

vos.

Salud

• Demandamos la aprobación de la iniciativa legislativa sobre los derechos de los pacientes,

promovida por la Coalición por los Derechos Humanos en Salud.

• Planteamos el restablecimiento de una iniciativa independiente que enfrente las denuncias

por negligencia médica y otros casos de afectación de derechos de los pacientes.

• Demandamos el cumplimiento de las recomendaciones del Relator de la Naciones Unidas

para el tema de salud.

• Exigimos garantizar el acceso a los servicios de salud para los pueblos indígenas desde un

enfoque intercultural.

Educación

• Demandamos la asignación de recursos necesarios para enfrentar el problema del analfabe-

tismo y la calidad de la educación pública.

• Demandamos una educación bilingüe intercultural de calidad, en todos los niveles educati-

vos para los pueblos indígenas, reconociendo la riqueza de su historia y su diversidad cultu-

ral.

• Exigimos asegurar la igualdad de oportunidades para niños y niñas en el acceso a los servicios

de educación.

Medio ambiente

• Recomendamos se desarrolle un sistema de protección ambiental que respete los derechos

humanos individuales y colectivos, y el entorno medioambiental de las poblaciones afecta-

das por actividades extractivas, y que el Estado garantice los recursos necesarios para super-

visar el cumplimiento de los estándares medioambientales.
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• Demandamos al Estado que las concesiones mineras y otras actividades extractivas se reali-

cen de manera transparente, con mecanismos de consulta a la población.

• Demandamos la sanción efectiva a las practicas industriales que contaminen el medio am-

biente y afecte la salud de las personas.

Peruanos en el exterior

• Demandamos al Ministerio de Relaciones Exteriores brindar la necesaria protección a los

migrantes peruanos que están en el exterior, especialmente de aquéllos que se encuentran en

situación de vulnerabilidad.

Procesos de integración y supremacía de tratados de derechos humanos

• Exhortamos al Estado a asegurar que nuestra integración en un mundo crecientemente

globalizado enfatice en las cuestiones esenciales, relacionadas con la dimensión social de

estos procesos y su relación con la dignidad humana.

• Exigimos que se doten a las negociaciones que se llevan a cabo en materia de integración, una

mayor transparencia y mejores condiciones de participación, incluyendo la consulta nacio-

nal e informada de todos los actores involucrados, sobre las implicancias que tales acuerdos

conllevan. Asimismo, la necesidad imperativa de que el contenido de tales acuerdos asegure

la primacía de los derechos humanos frente a cualquier otro tipo de interés.

• Demandamos al Estado la observancia de la supremacía de los tratados de derechos humanos

sobre cualquier convenio o acuerdo de integración económica.

•••




